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León, Guanajuato, a 26 veintiséis de octubre del año 2012 dos mil doce. . 

V I S T O S  para dictar sentencia definitiva, los autos del proceso administrativo identificado con el número 212/2012-JN promovido por el ciudadano Alfonso Emmanuel Bernal García; y, . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- El presente proceso fue promovido oportunamente, toda vez que la demanda fue presentada dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a la fecha en que surtió efectos la notificación al actor de la resolución impugnada, lo que fue el día 9 nueve de mayo del año 2012 dos mil doce; sin que de las constancias de la presente causa administrativa se desprenda lo contrario. . . . . . 

TERCERO.- La existencia de la resolución impugnada emitida por el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, en fecha 3 tres de noviembre del 2011 dos mil once; se encuentra acreditada en autos, con la copia simple de la citada resolución; admitida como prueba al actor (visible a fojas 18 dieciocho a 80 ochenta); documental que adminiculada con el reconocimiento que hace el Presidente del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de que el justiciable fue suspendido por resolución emitida por dicho Consejo, hacen prueba plena; de conformidad con lo dispuesto en los artículos 78, 119 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, toda vez que se trata de un documento público, al tratarse de una resolución emitida por el Consejo de Honor y Justicia multicitado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- Por ser su examen preferente y de orden público, se analiza en principio, si en la especie, se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa  para el Estado y los Municipios de  Guanajuato, ya que de actualizarse alguna, podría imposibilitar el pronunciamiento por parte de este órgano jurisdiccional sobre el fondo de la controversia planteada. . . . . . . . . . . . . .
Sentado lo anterior, se advierte que en el presente proceso, el encargado de Despacho de la Secretaría de Seguridad  Pública Municipal, hizo valer la causal de improcedencia prevista en el artículo 261 en su fracción VII, en relación con lo establecido en el artículo 251, fracción II, inciso a), del Código de Procedimiento y Justicia administrativa antes enunciado; porque refirió que designó al Teniente Francisco Javier Martínez Espinoza como Presidente del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal, por lo que no puede tenérsele como autoridad demandada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Causal de improcedencia que para este Juzgador sí se actualiza, pero no por la razón aducida por la autoridad señalada; pues en estricto sentido cuando se demanda a una autoridad administrativa, no se demanda a una persona en específico, sino a quien ostente el cargo, en el presente asunto, al Presidente del Consejo de Honor y Justicia antes señalado; quien representa al señalado Consejo, de ahí que no pueda tomarse en cuenta lo que afirma acerca de que designó a una persona como Presidente del Consejo señalado. . . . . . . . . . . . . . . . 

Ahora bien, como se ha señalado por quien resuelve, para este Juzgador sí se actualiza la causal de improcedencia en comento, y no solamente respecto  del Secretario de Seguridad Pública; sino que también de oficio, por ser una cuestión de orden público, este Juzgador estima que se actualiza también respecto del Director General de Policía y a la vez Secretario Ejecutivo del Consejo, toda vez que el acto que se impugna en el presente asunto, se aprecia 
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del mismo, que no fue emitido ni por el Secretario de Seguridad Pública Municipal, ni por el Director General de Policía, por sí o como Secretario Ejecutivo del Consejo, en funciones propias y de manera particular; sino que fue emitida por el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de este Municipio de León, Guanajuato como Órgano Colegiado, de acuerdo a lo previsto por los artículos 7, fracción I, 20 y 23 del Reglamento que regula dicho Consejo, tal y como se advierte en la foja 80 ochenta del presente expediente, de donde se desprende la competencia de dicho Órgano, para conocer, resolver y sancionar las faltas graves en que incurran los elementos de los Cuerpos de Seguridad Pública; de ahí que se actualice la causal en comento, ya que deriva claramente, en el presente proceso, que la resolución controvertida es claramente inexistente respecto del Secretario y Director General mencionados, pues no dictaron la resolución impugnada. . . . . . . . . . . . . .

Así las cosas, al quedar demostrado que las autoridades demandadas Secretario de Seguridad Pública y Director General de Policía por si y como Secretario Ejecutivo del Consejo de Honor y Justicia no emitieron, en lo particular,  la resolución impugnada, se actualiza la hipótesis de improcedencia prevista en la fracción VI del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa antes citado; por lo que es procedente sobreseer el presente proceso administrativo, en cuanto a tales autoridades, con sustento en lo establecido por el artículo 262, fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . .  

Continuando con el análisis de las causales de improcedencia o sobreseimiento; este Juzgador no advierte la actualización de alguna otra que impida el estudio de fondo respecto de la resolución impugnada; por lo que en consecuencia es procedente el presente proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . .
QUINTO.- Previamente al análisis del planteamiento de fondo formulado por el actor, este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en el presente proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De lo expuesto por el actor en su escrito de demanda, así como de las constancias que integran la presente causa administrativa, se desprende que derivado de los hechos narrados por el Director de Asuntos Estratégicos, en su oficio de fecha 28 veintiocho de enero del año 2010 dos mil diez, el Secretario Técnico del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, se avocó a la realización de una investigación administrativa con número de expediente 97/10-POL; a los elementos de policía de nombres Salvador Morales Villalpando y Alfonso Emmanuel Bernal García; procedimiento en el que, con fecha 3 tres de noviembre del 2010 dos mil diez, el Secretario Técnico del Consejo señalado, dictó el acuerdo de sujeción a procedimiento administrativo a los elementos de policía mencionados, por su probable responsabilidad en la comisión de la falta grave, prevista en la fracción c), del artículo 28 del Código del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato (vigente hasta el 21 veintiuno de marzo del 2011 dos mil once); por haber transportado a una detenida en la cabina de la unidad y no en la parte posterior de la misma. . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Procedimiento administrativo disciplinario que concluyó con la resolución de fecha 3 tres de noviembre del año 2011 dos mil once, en la que el Consejo les impuso a ambos policías la sanción de suspensión temporal en el cargo que desempeñan como elementos adscritos a la Dirección General de Policía Municipal, por un período de 30 treinta días sin goce de sueldo. . . . . . . . . . . . . . . 

En relación a tal resolución, el impetrante del proceso adujo que la misma era ilegal ya que la autoridad estimó que con el actuar de dichos elementos en la detención y traslado de la ciudadana de nombre Laura Aguilar Martínez, se incumplieron los principios de legalidad, eficacia, profesionalismo, honradez, lealtad e imparcialidad; siendo que el impetrante valora que su actuar cumplió con cada uno de dichos principios, y que no se le respetó su derecho a ser asistido en forma legal, al no habérsele informado que contaba con dicho derecho de asistencia jurídica gratuita institucional, y que la profesionista que asistió a la audiencia en fecha 4 cuatro de febrero del 2011 dos mil once, no tuvo intervención alguna, pues solo se limitó a asistir; por lo que en realidad no tuvo defensa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

A lo anterior, en su contestación de demanda, el Consejo de Honor y Justicia demandado, a través de su Presidente expresó que son ineficaces los conceptos de impugnación vertidos por el enjuiciante; en razón de que los argumentos que vertió el actor en el presente proceso, sobre los principios que dice respetó, corresponden al deber ser, pero no a la conducta que realmente desplegó en la detención de la persona del sexo femenino en el día de los hechos que dieron origen al procedimiento y a sanción; y que sí se le notificó de la audiencia y de los derechos del elemento sujeto a procedimiento, como el de la asistencia jurídica gratuita, sin que haya demostrado la falta de defensa de la abogada institucional. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, la litis planteada se hace consistir en determinar la legalidad o ilegalidad de la resolución de fecha 3 tres de noviembre del año 2011 dos mil once, dictada dentro del procedimiento administrativo disciplinario número 97/10-POL; en la que se resolvió imponer al actor la sanción de suspensión temporal en el cargo que desempeña como elemento adscrito a la Dirección General de Policía Municipal, por un período de 30 treinta días sin goce de sueldo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SEXTO.- No existiendo impedimento legal, este Juzgador procede al estudio de los conceptos de impugnación hechos valer, señalando previamente que este Juzgador no advierte incompetencia del Consejo de Honor y Justicia de 
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los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal para emitir la resolución impugnada,  ni que en la misma se observe ausencia total de fundamentación ó motivación. . 

Precisado lo anterior, en el primer concepto de impugnación (visible en la página 4 cuatro del presente expediente); el actor expresó que la autoridad demandada en la resolución que se impugna, alude que de las constancias que obran existen elementos para determinar su responsabilidad en la falta grave prevista en el inciso c del artículo 28 del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato; precepto que, al momento de los hechos, establecía : . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“c) Cualquier otra conducta contraria a la obligación de los cuerpos de seguridad pública  de conducirse observando los principios de legalidad, eficacia, profesionalismo, honradez, lealtad e imparcialidad  en el desempeño de sus funciones, así como aquellas que afecten la honorabilidad y reputación de los cuerpos de seguridad pública a juicio del Consejo”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Refiriendo que para la autoridad, él no cumplió con tales principios mencionados; al haber incumplido con las obligaciones que como integrante de un Cuerpo de Seguridad Pública, se señalan en los artículo 49, fracciones II y IX, de la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato (Ley abrogada al día 23 veintitrés de marzo de 2010 dos mil diez); a lo que el actor adujo que se equivoca dicha autoridad, ya que respecto al principio de legalidad, refirió que sí actuó apegado a derecho, lo que se hace patente con sus declaraciones vertidas en la Dirección de Asuntos Internos, acerca de que una persona de sexo femenino agredía a un ciudadano en la parte posterior de la agencia funeraria Gayosso, sobre el Malecón del Río de los Gómez, y que su actuación se justifica con lo dispuesto en el artículo 60 del Reglamento Interno de Policía Municipal, y en el artículo 19 del Reglamento de Policía Municipal, sobre las reglas para la detención de una persona, justificando con ello su actuar al detener a la ciudadana mencionada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Para quien resuelve es infundado tal argumento hecho valer por el elemento de policía enjuiciante; toda vez que para este resolutor, la autoridad demandada no consideró que el actor no respetó dicho principio, por haber detenido a una persona del sexo femenino que agredía a otra, sino porque consideró, dicha autoridad, que su actuación en el traslado de la detenida se hizo de manera contraria a lo ordenado (trasladarla en la parte delantera de la unidad y no en la trasera), por lo que era en contra de tal aspecto, que el actor debió enfocar su defensa, controvirtiendo dicho argumento; lo que no hizo, pues sólo señaló que cumplió con dicho principio, al haber detenido a una persona, pero no desvirtuó lo afirmado por la autoridad, por lo que en realidad es infundado dicho concepto de impugnación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Ahora bien, respecto al principio de eficiencia; en la foja 46 cuarenta y seis de la resolución impugnada (foja 63 sesenta y tres del presente expediente), la autoridad demandada expresó que no se cumplió con dicho principio porque a juicio del Consejo hubo una falta de desempeño perfecto de su función, que no fue competente ni eficaz y tampoco efectivo al trasladar a una persona que se encontraba agresiva dentro de la unidad de policía y no esperar a la unidad de traslado digno, lo que incumplió con los procedimientos para el traslado de personas del sexo femenino, lo que también incumple con las ordenes giradas por los superiores. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ante ello, el impetrante del proceso señaló que de las constancias del expediente disciplinario se observa que actuó en todo momento protegiendo la vida y la integridad física de la infractora, basándose en sus propias declaraciones que vertió ante el Secretario Técnico del Consejo, y que por que estaba “lluvioso” el día de los hechos, fue que tomó la decisión de llevar a la infractora en la parte delantera (cabina) de la unidad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

También es infundado para quien resuelve tal planteamiento, toda vez que no resulta suficiente para otorgarle veracidad a su dicho, que el actor diga que actuó en todo momento protegiendo la vida y la integridad física de la infractora; pues ello debe probarse, y no solamente con sus propias declaraciones vertidas ante el Consejo, que evidentemente las realizó a su favor, sino que debió ofrecer algún otro medio de prueba que acreditara y corroborara su dicho, así como el de su compañero igualmente sancionado, sin que así lo haya hecho. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ahora bien, respecto de su afirmación de que el clima estaba lluvioso, solamente se aprecia como una afirmación para tratar de justificar su actuar, pues ni en su declaración rendida el 18 dieciocho de febrero del 2010 dos mil diez, ni en la del día 1 uno de noviembre de ese mismo año, ni en la rendida en la audiencia respectiva el 4 cuatro de febrero del 2011 dos mil once, ya dentro de la etapa de procedimiento administrativo disciplinario, mencionó nada al respecto, por lo que tal afirmación no puede ser tomada en cuenta; por lo que en realidad no desvirtúa lo señalado por la autoridad demandada para considerar que no cumplió con el principio de eficiencia, pues lo realizado por este, y las razones que aduce en su favor en nada justifican, que en primer lugar no haya esperado a la unidad de traslado digno, para llevar a la detenida; y segundo que se le haya abordado en la parte delantera de la unidad, ignorando las ordenes que en ese sentido se han girado por sus superiores, en cuanto al traslado de personas detenidas del sexo femenino, que no hace sino dudar de la intención de los elementos para con dicha persona, sobre todo del lugar y de la manera en que fueron sorprendidos por su superior, según ellos mismos lo narraron y se desprende de las declaraciones del elemento de policía Juan José Vela Hernández en relación con el parte informativo que elaboró y se encuentra anexo al expediente. De ahí que respecto de tal principio, resulte infundado su planteamiento. . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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En cuanto al principio de profesionalismo, la autoridad demandada insistió en que el actuar del elemento de no respetar los procedimientos sobre el traslado de personas de sexo femenino, abordarla en su propia unidad, y en la parte delantera, y trasladándose a un lugar retirado, vulnera dicho principio de actuación; a lo que el impetrante del proceso se refirió a que siempre actuó con prefesionalismo, demostrando tener conocimientos de los reglamentos que rigen su actuar, y que por simple estrategia policiaca se movieron de lugar para esperar la unidad de traslado digno, porque no es conveniente quedarse en el lugar del conflicto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Es infundado dicho argumento, puesto que de la narración vertida por el propio elemento de policía, no se desprende el profesionalismo y el conocimiento de las normas que presume; además de que  resulte irrelevante su argumento de que debía moverse del lugar del conflicto, pues solamente se trata de la detención de una persona de sexo femenino, donde no se aprecia que hubiere riesgo de conflicto, o de la presencia de personas agresivas; de ahí que no resulte valida su defensa sobre que actuó respetando dicho principio de actuación. Ahora bien, sobre su defensa que realiza sobre que cumplió cabalmente los principios de la intervención policial, y a lo que dispone el Manual básico del policía preventivo (instrumento generado por la Secretaría de Seguridad Pública Federal), eran precisamente materia para su defensa en el procedimiento administrativo disciplinario ante el Secretario Técnico del Consejo de Honor y Justicia que tramitó su caso. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Revisados los argumentos vertidos en el primer concepto de impugnación por el enjuiciante; los que a juicio de quien resuelve no son fundados ni operantes en el presente asunto, pues en esencia los mismos se refieren a que procedió debidamente en la detención de una ciudadana, pero no expuso argumentos lógico jurídicos, tendientes a demostrar la causa o motivo, por la que se trasladó a dicha ciudadana en la parte delantera de la unidad y no en la trasera, como lo tienen internamente estipulado los elementos de policía. . . . . . .  

Continuando con el análisis de los conceptos de impugnación que se hacen valer, se procede al estudio del marcado como segundo. . . . . . . . . . . . . . . .

En dicho segundo concepto de impugnación, el elemento de policía Alfonso Emmanuel Bernal García expresó que le causa agravio que la autoridad demandada haya vulnerado su derecho a ser asistido de forma legal, no sujetándose a los lineamientos establecidos en la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato, ya que refirió: . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“En efecto el artículo 45 fracción IV de la referida ley Seguridad Pública tengo derecho a “recibir asistencia jurídica gratuita institucional...” al respecto vale mencionar lo siguiente, dentro de las constancias que conforman el procedimiento administrativo disciplinario número 97/2010-POL. Y dentro del considerando quinto a) foja 32 se advierte que en el desahogo de la audiencia de fecha cuatro de febrero del año 2011, rendí declaración por escrito estando presente la Lic. Siboney Ortega Aviña, a decir de la autoridad abogada institucional, sin embargo cabe destacar que en la celebración de esa audiencia la profesionista en mención cabalmente no cumplió con el deber que se le confiere... de generar una defensa ética, profesional, ya sea objetando o desvirtuando pruebas... exclusivamente se concretó a ratificar el contenido del parte informativo que yo presenté como mi declaración administrativa... cumpliendo unicamente con el acto de hacer presencia, sin que su intervención tuviera mayor relevancia, situación que en mi concepto me deja en un estado de indefensión y en consecuencia no se agotó plenamente en mi favor el derecho que se desprende del artículo 45 fracción de la multicitada ley...” . . . . . . . . . . . . . .

La autoridad demandada, por su parte, al contestar dicho concepto de impugnación (foja 107 ciento siete del expediente), expresó que es ineficaz, porque sí se le notificó de la audiencia y de los derechos correspondientes; y, que si la abogada que lo asistió no cumplió con el deber, el actor debía demostrar en que consistió la falta de defensa y que cambiaría la conducta por la que se le sancionó. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Analizadas las constancias que integran el presente expediente, para este Juzgador resulta fundado el concepto de impugnación en estudio, toda vez que le asiste la razón al justiciable, en el sentido de que, dentro del procedimiento administrativo disciplinario número 97/10-POL, no se le brindó cabalmente el derecho a recibir asesoría legal institucional y gratuita que se consagra en la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En efecto, la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato en la fracción IV de su artículo 48 (vigente hasta el 23 veintitrés de marzo de 2010 dos mil diez y aplicable al caso, por el momento en que se dieron los hechos) establecía: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“ARTÍCULO 48. Son derechos de los integrantes de las Instituciones de Seguridad Pública, los siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

I a  III.- . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
IV. Recibir asistencia jurídica gratuita institucional, en los casos en que por motivo del cumplimiento del servicio sean sujetos de algún procedimiento que tenga por objeto fincarles responsabilidades penal, civil o administrativa;. . . . . . .

De la lectura e interpretación gramatical de dicho precepto, se desprende la prerrogativa que tienen los integrantes de los cuerpos de seguridad pública, de recibir asistencia jurídica gratuita institucional, cuando sean sujetos de procedimientos tendientes a fincarles responsabilidades penal, civil o administrativa; asistencia que no se presentó en la especie; pues al actor no obstante ser un elemento adscrito a la Dirección de Policía Municipal, no se le concedió una verdadera “asistencia juridica” por un abogado que 
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institucionalmente se le asignara dentro del procedimiento administrativo disciplinario instaurado en su contra; en el que, como finalmente sucedió, se le fincó una responsabilidad administrativa, omisión que sin duda constituye un vicio de dicho procedimiento; pues el precepto legal citado ordena que es un derecho del sujeto a procedimiento recibir la asistencia gratuita institucional correspondiente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En efecto, esto es así porque si bien es cierto consta en autos, a foja 49 cuarenta y nueve del presente expediente, (Quinto considerando, inciso a); que en la fecha de la audiencia de ley, celebrada el día 4 cuatro de febrero del año próximo pasado, la Secretaría Técnica del Consejo: “concede el uso de la voz a la Licenciada Siboney Ortega Aviña asistente jurídico institucional quien manifiesta: “sostengo y ratifico el contenido del escrito que se exhibe en estos momentos por mi defenso de fecha 04 cuatro del mes de febrero de los corrientes. Siendo todo lo que deseo manifestar”; sin que se aprecie mayor intervención de la defensora en el asunto, ya sea asesorando a su defendido, preparando y ofreciendo las pruebas de su parte que estimara pertinente para su defensa, imponerse de las que obren en su contra, y objetarlas y tratar de desvirtuarlas, o alguna otra situación jurídica que tienda a destruir el señalamiento de responsabilidad en contra del impetrante del juicio; por lo que en el caso concreto, al limitarse la defensora institucional simplemente a ratificar el contenido de un escrito, sin realizar ninguna otra intervención o actividad que se traduzca en una verdadera defensa del justiciable, es por lo que tiene razón éste al decir que en realidad se le dejó en estado de indefensión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  


Al respecto, resulta orientador el siguiente criterio del Pleno del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, de la tercera época, que data del año 2008 dos mil ocho y se encuentra contenida en el rubro de “Criterios” de la pagina de “internet” de dicho tribunal, mismo que señala: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“ELEMENTOS DE LOS CUERPOS DE SEGURIDAD PÚBLICA. DERECHO A LA ASISTENCIA JURÍDICA GRATUITA INSTITUCIONAL.- Si la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato establece, en su artículo 48, fracción IV, el derecho que tienen los elementos de los cuerpos de seguridad pública de ser asistidos por un defensor gratuito proporcionado por la propia institución, cuando pretenda fincárseles responsabilidad administrativa y en el procedimiento administrativo disciplinario se advierte que la profesionista designada únicamente se limitó a estar físicamente presente en las diligencias, sin ofrecer o desahogar pruebas de su parte, imponerse de las que obren en su contra, objetarlas y desvirtuarlas o alguna otra actuación técnico-jurídica dirigida a desvirtuar el señalamiento de responsabilidad en contra del actor, es de concluir que la demandada no está dando cumplimiento a su correlativa obligación legal como institución de seguridad pública, pues no garantiza que el servidor público sujeto a procedimiento tenga la oportunidad de controvertir los hechos que se le imputan, generando en su perjuicio un estado de indefensión, por lo que debe ordenarse la reposición del procedimiento por violaciones formales, concretamente a la garantía de audiencia prevista por el artículo 14 de nuestra Ley Fundamental.” (Toca 112/07. Recurso de Revisión interpuesto por Baltazar Vilches Hinojosa, en su carácter de Secretario de Seguridad Pública del Estado. Resolución de fecha 12 de marzo de 2008). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Por otra parte, si bien es cierto que no es el propio Consejo de Honor y Justicia demandado, el organismo que directamente deba otorgar la asistencia jurídica gratuita institucional al elemento de policía sujeto a procedimiento, también lo es que, como órgano sancionador, es corresponsable del titular de la corporación de policía, de velar por la observancia de la garantía de defensa legal de los miembros de las corporaciones de seguridad pública; por lo que es su deber tanto informar del derecho al elemento e instar, a la corporación respectiva a brindar esa asistencia que efectivamente se tradujera en la defensa del elemento; por lo que al no haberlo hecho así, en el procedimiento administrativo disciplinario que nos ocupa, se incurrió en un vicio que afecta la defensa del elemento sancionado, pues no se asistió jurídicamente, lo que trasciende al resultado del fallo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Al caso concreto resulta aplicable, el siguiente criterio emitido por el Pleno del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato, contenido en la publicación denominada “Criterios 2000-2008” editado por el Tribunal, en su página 218 doscientos dieciocho, que refiere: . . . . . . . . . . . . . . . . .

“CONSEJO DE HONOR Y JUSTICIA DE SEGURIDAD PÚBLICA PARA EL ESTADO DE GUANAJUATO. FACULTAD DE VIGILANCIA DEL CUMPLIMIENTO DEL DEBIDO PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DISCIPLINARIO.-  De conformidad con el artículo 46, último párrafo, del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de Seguridad Pública para el Estado, si bien, el Consejo de referencia no es el obligado directo a proporcionar, en los procedimientos disciplinarios de que tenga conocimiento, la asesoría jurídica gratuita institucional a favor del servidor público investigado, sino el titular del cuerpo de seguridad pública; no debe pasarse por alto que el citado Consejo es corresponsable de velar por la observancia de las garantías de audiencia y defensa legal en los procedimientos de su competencia. Esto es, que si bien no debe proporcionar directamente la asesoría en cuestión, sí debe instar al servidor público competente para que la brinde, cuando instruya un procedimiento disciplinario a los integrantes de los Cuerpos de Seguridad Pública que se presenten sin abogado a sus diligencias.” (Toca 139/05. Recurso de Revisión interpuesto por Alvar Cabeza de Vaca Appendini, parte demandada. Resolución de fecha 23 de marzo de 2006).  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo que no es óbice a lo anterior, señalar que la defensora haya asistido a la audiencia y haya ratificado el contenido del escrito que en ese momento se exhibió, pues ello no se tradujo en una verdadera defensa, como ya se ha señalado, ni con ello se demuestra que se brindó la asesoría al elemento de policía sujeto a procedimiento disciplinario; asimismo, tampoco que la autoridad demandada señale que si la abogada que lo asistió no cumplió con su deber, el 
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actor debía demostrar en que consistió la falta de defensa y que cambiaría la conducta por la que se le sancionó; pues ello no demerita el derecho del elemento sujeto a procedimiento de que se le brinde una real y efectiva asistencia jurídica institucional correspondiente y que el Consejo vele por que se le otorgue; así como que no podía exigírsele que explicara o acreditara en que consistió la falta de defensa, pues el elemento de policía no es perito en derecho. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ahora bien, este Juzgador estima que no es posible especular sobre si el otorgar la asistencia jurídica institucional serviría o no para cambiar la situación propiamente jurídica por la que se le sancionó al ahora quejoso; pues la asistencia jurídica gratuita debe otorgárseles a los elementos en todos los supuestos, independientemente de su resultado; y en todo caso, una defensa permitiría la aportación de pruebas de descargo y la manifestación de alegatos que bien pueden ser valorados y tomados en cuenta por el Consejo al momento de emitir su resolución; e independientemente del resultado, el de audiencia, constituye uno de los principios del Derecho Administrativo, mismo que incluye el derecho a la defensa, por el que el sujeto a procedimiento administrativo disciplinario debe contar con la oportunidad de ser asesorado jurídicamente, ofrecer pruebas y alegatos, y que sean valoradas en la resolución. . . . . . . . . . . . . . 

Por último, este Juzgador considera pertinente destacar que, de acuerdo a lo que se desprende del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, la asesoría jurídica gratuita institucional debe brindarse en la etapa de sustanciación y no desde la fase investigativa; esto es, en el caso en concreto, en las dos primeras declaraciones rendidas por el impetrante del presente proceso, que fueron hechas en la etapa de investigación administrativa que se prevé en los artículos 40 al 44 del reglamento de la materia, y de cuya lectura no se desprende que en la misma deba brindarse esa asesoría; por lo que en efecto no se le brindó,  puesto que en dicha fase, como su nombre lo dice, únicamente se trata de investigar los hechos, sin hacer señalamiento de responsabilidad en elemento alguno; sin embargo, al llegar a la fase de sustanciación, (artículo 45 del reglamento), se tiene ya un presunto responsable, y se inicia con el acuerdo por el que se ordena sujetar al elemento o elementos del cuerpo de seguridad pública, al procedimiento administrativo disciplinario y citarlo para la audiencia; y de cuya fracción IV, se desprende que ese es el momento para hacerle saber del derecho que tiene de asistir a la audiencia acompañado, para su defensa, de un abogado, y si no quiere o no puede nombrar defensor, del que se le designe de forma gratuita e institucional un abogado de oficio para que lo asista jurídicamente; asimismo es en ese acuerdo que se le hace el señalamiento del derecho que tiene para manifestar y alegar en la audiencia lo que a sus intereses convenga, así como para ofrecer y presentar en el mismo acto las pruebas que estime convenientes a fin de desvirtuar los hechos materia de la queja y que tengan relación directa e inmediata con los hechos que se le imputan; por lo que es incuestionable que es en esta segunda etapa del procedimiento, cuando surge el derecho del elemento a ser asesorado jurídicamente en su defensa; por lo que en el asunto que nos ocupa, es en esta segunda fase, cuando se debe hacer efectivo el derecho a que esta sentencia se refiere. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así las cosas, al ser fundado el segundo concepto de impugnación analizado; por no haber acatado el Consejo de Honor y Justicia demandado lo dispuesto en el artículo 48, fracción IV, de la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato (vigente hasta el 23 veintitrés de marzo de 2010), en el sentido de que no se brindó al ciudadano Alfonso Emmanuel Bernal García una real, verdadera, y efectiva defensa, para así respetar su derecho que se prevé en tal precepto; la resolución impugnada en consecuencia es ilegal y debe declararse nula de conformidad con lo dispuesto en el artículo 302, fracción III del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; por lo que procede decretar, sólo respecto del citado ciudadano, la nulidad de la resolución de fecha 3 tres de noviembre del 2011 dos mil once, dictada por el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, dentro del procedimiento administrativo disciplinario número 97/10-POL, instruido a los ciudadanos Salvador Morales Villalpando y Alfonso Emmanuel Bernal García, y notificada el día 9 nueve de mayo del presente año; mediante la cual se les impuso la sanción consistente en la suspensión temporal por un periodo de 30 treinta días hábiles sin goce de sueldo, del cargo que desempeñan en la Dirección General de Policía Municipal; nulidad que se emite únicamente respecto del actor en el presente proceso, para el efecto de que la autoridad demandada, dentro de los 15 quince días hábiles siguientes a la fecha en que cause ejecutoria la presente sentencia, deje insubsistente la resolución impugnada y reponga el procedimiento administrativo disciplinario a partir del acuerdo que ordenó sujetar al actor a dicho procedimiento, a efecto de que se asegure que se le otorgue la asistencia jurídica gratuita institucional correspondiente, y que el defensor intervenga diligentemente en el procedimiento y, así en su oportunidad, el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, resuelva lo que en derecho proceda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SÉPTIMO.- Entre lo solicitado por el actor, esta la pretensión de que se le restauren sus derechos establecidos en ley. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, con la independencia de que en la presente resolución se decreta la nulidad de la resolución impugnada, para efectos de que se reponga el procedimiento y en su caso se imponga nuevamente alguna sanción; atendiendo a que la sanción de suspensión de 30 treinta días sin goce de sueldo, establecida en dicha resolución, sí se ejecutó, siendo ilegal tal suspensión, ha lugar a condenar al Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Publica Municipal enjuiciado, que le restaure su derecho al enjuiciante, en este caso, de que se le cubra su salario y demás prestaciones del tiempo en que estuvo ilegítimamente suspendido de su cargo como elemento adscrito a la Dirección General de Policía Municipal de León, Guanajuato; que de acuerdo a 
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las constancias que obran en autos, son 27 veintisiete días, debiendo realizar las gestiones necesarias ante la dependencia municipal correspondiente, para el pago indicado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Por lo expuesto, y con fundamento además en lo dispuesto en los artículos 249, 261, fracciones VI y VII; 262, fracción II; 287, 298, 299, 300, fracciones III y VI; y 302, fracciones II y III del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E :

PRIMERO.- Este Juzgado Segundo Administrativo Municipal resultó competente para conocer y resolver del presente proceso administrativo. . . . . . . 

SEGUNDO.- Se sobresee el presente proceso administrativo respecto de las autoridades demandadas: Secretario de Seguridad Pública y del Director General de Policía y Secretario Ejecutivo del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato; con sustento en las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el Considerando Cuarto de la presente sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Resultó procedente el proceso administrativo promovido en contra de la resolución emitida por el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- Se decreta la nulidad, sólo respecto del ciudadano Alfonso Emmanuel Bernal García, de la resolución de fecha 3 tres de noviembre del año 2011 dos mil once, dictada dentro del procedimiento administrativo disciplinario número 97/10-POL; para el efecto de que el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal, dentro de los 15 quince días hábiles siguientes a la fecha en que cause ejecutoria la presente sentencia, la deje insubsistente y reponga el procedimiento administrativo disciplinario indicado, a partir del acuerdo que ordenó sujetar al actor a dicho procedimiento, a fin de que se asegure que se le otorgue la asistencia jurídica gratuita institucional correspondiente, y que el defensor designado intervenga profesional y diligentemente en el procedimiento, para que en su oportunidad, dicho Órgano Colegiado, resuelva lo que en derecho proceda . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Debiendo informar a este Juzgado del cumplimiento que se dé al presente resolutivo, acompañando las constancias relativas; lo anterior en base a las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el Considerando Sexto de la presente sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .


QUINTO.- Se condena al Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, a que le restaure al ciudadano Alfonso Emmanuel Bernal García su derecho a que se le cubra su salario y demás prestaciones del tiempo en que estuvo ilegalmente suspendido de su cargo, en los términos precisados en el Considerando Séptimo de este mismo fallo; lo que deberá hacerse dentro de los 15 quince hábiles días siguientes a que quede firme la presente, comunicando a este Juzgado sobre el cumplimiento a este resolutivo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  


En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . 
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

